
 
CM-SIN-0009-2025 

 
INTERVENTORIA TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA LA ADECUACIÓN DE 
CENTRO DE DESARROLLO INFANTIL - CDI, ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA 
CATALINA. 
 

1. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD. 
 
 
El proyecto objeto de la interventoría es “ADECUACIÓN DE CENTRO DE DESARROLLO INFANTIL - CDI, 
ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA". El que se describe técnicamente así: 
 
El Archipiélago de San Andrés, a pesar de su atractivo turístico y belleza natural, enfrenta serios desafíos en el ámbito 
del desarrollo infantil y educativo. La escasez de Centros de Desarrollo Infantil (CDI) en la isla de San Andrés es un 
problema significativo que afecta a muchas familias y, especialmente, a los niños en sus primeros años de vida. Esta 
carencia de infraestructuras educativas especializadas limita considerablemente las oportunidades de desarrollo 
integral temprano, lo que puede tener consecuencias negativas a largo plazo en el bienestar y el éxito futuro de los 
niños. 
 
La falta de CDI en San Andrés se traduce en una serie de problemas concretos. En primer lugar, muchos niños no 
tienen acceso a un entorno educativo y de cuidado que promueva su desarrollo cognitivo, emocional y social desde 
una edad temprana. Este déficit en la educación temprana puede generar disparidades en el aprendizaje y en las 
habilidades sociales, poniendo a los niños en desventaja frente a sus pares en otras regiones del país que sí cuentan 
con estos servicios. Además, la ausencia de CDI significa que muchos padres y madres no tienen un lugar seguro y 
confiable donde dejar a sus hijos mientras trabajan, lo que puede afectar su capacidad para mantener empleos 
estables y mejorar su situación económica. 
 
La creación y expansión de los Centros de Desarrollo Infantil en San Andrés puede ser una solución efectiva para 
reducir estas desigualdades y mejorar el acceso a la educación en los primeros años de vida. Los CDI proporcionan 
un entorno estructurado y estimulante donde los niños pueden desarrollar sus habilidades básicas, recibir una nutrición 
adecuada y beneficiarse de programas educativos diseñados para su edad y contexto cultural. Al ofrecer servicios de 
alta calidad en el cuidado y la educación infantil, los CDI no solo contribuyen al desarrollo individual de los niños, sino 
que también tienen un impacto positivo en la comunidad al fomentar la equidad social. 
 
Además, los CDI desempeñan un papel crucial en la integración de las familias al proporcionar apoyo y recursos que 
les permitan equilibrar sus responsabilidades laborales y familiares. Esto es especialmente importante en San Andrés, 
donde muchas familias dependen del turismo y otros trabajos que requieren dedicación de tiempo y energía. Al tener 
acceso a CDI de calidad, los padres pueden trabajar con la tranquilidad de saber que sus hijos están en un ambiente 
seguro y enriquecedor, lo que a su vez contribuye al desarrollo económico y social de la comunidad. 
 
En conclusión, abordar la escasez de Centros de Desarrollo Infantil en San Andrés es fundamental para reducir las 
desigualdades y mejorar las oportunidades de desarrollo infantil temprano. La implementación de más CDI en la isla 
no solo garantizará que todos los niños tengan acceso a una educación de calidad desde sus primeros años de vida, 



 
sino que también fortalecerá el tejido social y económico de la comunidad, promoviendo un futuro más equitativo y 
próspero para todos con la demolición. 
 
Descripción del problema. 
 
Escasez de instituciones educativas para la primera infancia y población vulnerable en el Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina. 
 
Justificación y Antecedentes del Proyecto. 
 
La falta de CDI en San Andrés se traduce en una serie de problemas concretos. En primer lugar, muchos niños no 
tienen acceso a un entorno educativo y de cuidado que promueva su desarrollo cognitivo, emocional y social desde 
una edad temprana. Este déficit en la educación temprana puede generar disparidades en el aprendizaje y en las 
habilidades sociales, poniendo a los niños en desventaja frente a sus pares en otras regiones del país que sí cuentan 
con estos servicios. Además, la ausencia de CDI significa que muchos padres y madres no tienen un lugar seguro y 
confiable donde dejar a sus hijos mientras trabajan, lo que puede afectar su capacidad para mantener empleos 
estables y mejorar su situación económica. 
 
El establecimiento de los CDI se justifica por varios motivos fundamentales. En primer lugar, el desarrollo temprano 
de habilidades cognitivas, emocionales y sociales es crucial para el éxito futuro de los niños, y los CDI proporcionan 
un entorno estructurado y seguro donde estos aspectos pueden ser promovidos eficazmente. En segundo lugar, estos 
centros ayudan a mitigar las desigualdades sociales, brindando oportunidades equitativas de desarrollo a todos los 
niños, independientemente de su origen socioeconómico. Además, los CDI actúan como un apoyo vital para las 
familias, permitiendo a los padres participar activamente en el mercado laboral y mejorar su calidad de vida sabiendo 
que sus hijos están en un entorno seguro y enriquecedor. 
 
Magnitud de la Necesidad. 
 
Los Centros de Desarrollo Infantil desempeñan un papel crucial en la integración de las familias al proporcionar apoyo 
y recursos que les permitan equilibrar sus responsabilidades laborales y familiares. Esto es especialmente importante 
en San Andrés, donde muchas familias dependen del turismo y otros trabajos que requieren dedicación de tiempo y 
energía. Al tener acceso a CDI de calidad, los padres pueden trabajar con la tranquilidad de saber que sus hijos están 
en un ambiente seguro y enriquecedor, lo que a su vez contribuye al desarrollo económico y social de la comunidad. 
 
Abordar la escasez de Centros de Desarrollo Infantil en San Andrés es fundamental para reducir las desigualdades y 
mejorar las oportunidades de desarrollo infantil temprano. La implementación de más CDI en la isla no solo garantizará 
que todos los niños tengan acceso a una educación de calidad desde sus primeros años de vida, sino que también 
fortalecerá el tejido social y económico de la comunidad, promoviendo un futuro más equitativo y próspero para todos. 
 
Así las cosas, el Departamento se encuentra adelantando un proceso contractual bajo la modalidad de licitación 
pública tendiente a contratar las obras consistentes en la: “ADECUACIÓN DE CENTRO DE DESARROLLO 
INFANTIL - CDI, ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA", para la cual a su vez 
requiere realizar las labores de control y seguimiento. 
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Frente a la necesidad de contratar la interventoría que supervisará y controlará las obras adelantadas por la entidad; 
así como lo estimado en el inciso segundo del numeral 1º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 la cual impone que: 
 
“En los contratos de obra que hayan sido celebrados como resultado de un proceso de licitación pública, la 
interventoría deberá ser contratada con una persona independiente de la entidad contratante y del contratista, quien 
responderá por los hechos y omisiones que le fueren imputables en los términos previstos en el artículo 53 del presente 
estatuto.” (La subraya no es del texto) 
 
Ante este imperativo legal, la entidad encuentra necesario y conveniente adelantar un proceso de selección para la 
escogencia de la persona que realizará las labores de interventoría. 
 
Como la entidad suministrará en los requerimientos técnicos la metodología exacta para la ejecución de la 
interventoría, así como el plan y cargas de trabajo para la misma, se exigirá la presentación de una Propuesta Técnica, 
por el sistema del concurso abierto. 
 
LOCALIZACION. 
 
El lugar donde se ejecutará en El proyecto se ejecutará en el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 
– Zona urbana. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 
 

2. OBJETO Y ALCANCE DEL CONTRATO 
2.1. OBJETO 
 
El Proyecto a contratar tiene por objeto: “INTERVENTORIA TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y 
AMBIENTAL PARA LA ADECUACIÓN DE CENTRO DE DESARROLLO INFANTIL - CDI, ARCHIPIELAGO DE SAN 
ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA”. 
 
2.2. ALCANCE 
 
Las actividades a ejecutar en el contrato de INTERVENTORIA están establecidas en el Manual de Interventoría del 
Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa catalina, vigente, o el que lo modifique o sustituya, el 
pliego de condiciones, anexo técnico y apéndice socio ambiental. 
 
Para cumplir con el objetivo contractual el Interventor deberá realizar el control de la construcción de las obras, dando 
estricto cumplimiento a lo establecido en las Especificaciones técnicas para este proyecto. 
 
Las obligaciones del interventor están establecidas en el Manual de Interventoría. 
 
Para el presente proceso de selección las actividades que se van a ejecutar son las siguientes: 
 

1. PRELIMINARES 
2. ESTRUCTURA 
3. ACABADOS 
4. INSTALACIONES HIDRAULICOS SANITARIAS 
5. INSTALACIONES ELÉCTRICAS 
6. CARPINTERIA METALICA 
7. URBANISMO 
8. DOTACION 



 
 
El alcance del proyecto objeto del presente Concurso es adelantar la INTERVENTORIA TECNICA, 
ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA LA ADECUACIÓN DE CENTRO DE DESARROLLO 
INFANTIL - CDI, ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. 
 
Revisión, aprobación a los ajustes, modificación y/o implementación de diseños. 
Todos los demás documentos contractuales de obra pública derivada.  
 
Las mediciones de las cantidades de obra realmente ejecutadas en la obra y aprobadas por la Interventoría, son de 
exclusiva responsabilidad del Contratista de Obra y del Interventor. Estas mediciones deben desarrollarse 
detalladamente y servirán como soporte a la respectiva pre-acta y acta mensual de obra, y serán incluidas en los 
respectivos informes de Interventoría. El contenido y características de los informes mensuales debe ser de acuerdo 
con lo establecido en el Manual de Interventoría vigente, no obstante, lo anterior, la interventoría se obliga a presentar 
los informes que requiera el Departamento. 
 
El alcance de la interventoría que se pretende contratar consiste en desarrollar las actividades de seguimiento y control 
integral del contrato de obra, en el proyecto definido.  
 
Adicionalmente el INTERVENTOR, deberá acoger el MANUAL DE INTERVENTORÍA, en donde se desarrollan 
metodologías, formatos y procedimientos dirigidos a orientar las actividades de vigilancia, control, asesoría y 
coordinación en los contratos. 
 
Las especificaciones técnicas de las actividades de obra de cada proyecto y/o contrato de obra, se desarrollarán 
teniendo en cuenta los Requerimientos Técnicos establecidos por las Entidades públicas designadas para la 
ejecución. El interventor deberá realizar su labor de seguimiento a las principales actividades y/u obras a ejecutar por 
parte del(os) CONTRATISTA(S) DE OBRA, cuyo principal objetivo es atender las necesidades dentro del alcance de 
los recursos presupuestales según corresponda. 
 
Para cumplir con el objeto y metas contractuales, las actividades que ejecutará el INTERVENTOR están establecidas 
en el Manual de Interventoría vigente. 
 
Sin limitarse a lo anterior, el Interventor debe cumplir sus obligaciones derivadas de las Leyes 80 de 1993 y 1474 de 
2011 y demás que las modifiquen, adicionen o sustituyan.  
 
2.3. TIPO DE CONTRATO: 
 
El Contrato que se pretende celebrar será de INTERVENTORÍA, ya que, según lo dispone el inciso segundo del 
numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, “Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la 
interventoría…” 
 
LEY 1150 DE 2007.- ARTÍCULO 2. DE LAS MODALIDADES DE SELECCIÓN. NUMERAL 3.- Concurso de méritos. 
Modificado por el Artículo 219 del Decreto 0019 de 2.012.- El numeral 3 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 quedará 
así: "3. Concurso de méritos. Corresponde a la modalidad prevista para la selección de consultores o proyectos, en la 



 
que se podrán utilizar sistemas de concurso abierto o de precalificación. En este último caso, la conformación de la 
lista de precalificados se hará mediante convocatoria pública, permitiéndose establecer listas limitadas de oferentes 
mediante resolución motivada, que se entenderá notificada en estrados a los interesados, en la audiencia pública de 
conformación de la lista, utilizando para el efecto, entre otros, criterios de experiencia, capacidad intelectual y de 
organización de los proponentes, según sea el caso. 
 
DECRETO 1082 DE 2015.- Artículo 2.2.1.2.1.3.1. Procedencia del concurso de méritos. Las entidades estatales 
deben seleccionar sus Consultores a través del concurso de méritos para la prestación de servicios de consultoría de 
que trata el numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y para los proyectos de arquitectura…...” 
  
- Artículo 2.2.1.2.1.3.2. Procedimiento del concurso de méritos. Además de las reglas generales previstas en la ley y 
en el presente decreto, las siguientes reglas son aplicables al concurso de méritos abierto o con precalificación…” 
  
 Aplica de igual forma los Artículo 2.2.1.2.1.3.5 y SS, del DECRETO 1082 DE 2015. 
 
De acuerdo con lo anterior, jurídicamente se concluye que el procedimiento para la selección del interventor se deberá 
hacer mediante la modalidad del Concurso de Méritos de acuerdo a lo establecido en el artículo 2°, numeral 3°, de la 
Ley 1150 de 2007, procedimiento que se adelantará conforme los artículos 2.2.1.2.1.3.1 y 2.2.1.2.1.3.2 del Decreto 
1082 de 2015. 
 
3. MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL INTERVENTOR 
 
Los procesos de selección adelantados por la entidad, para contrataciones similares a la que se está adelantando, se 
han venido desarrollando a través de Concurso de Méritos establecidos en el artículo 2 numeral 3 de la Ley 1150 de 
2007 modificado por el artículo 219 del Decreto 019 de 2012, las cuales se encuentran regidas por lo dispuesto en el 
artículos 24 ordinal 1º, lit g y h, ord. 5; art. 25 ord. 1º, 30 Ley 80 de 1993, artículo 2.2.1.2.3.1 y ss del Decreto 
Reglamentario1082 de 2015 y las demás normas que las modifiquen sustituyan y/o adicionen 
 
Es así como por la naturaleza del contrato a celebrar, la modalidad de contratación que adopta la entidad es la de 
Concurso de Méritos 
 
3.1. MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL INTERVENTOR JUSTIFICACIÓN. FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
 
El artículo 2º de la Ley 1150 de 2007, establece que “La escogencia del contratista se efectuará con arreglo a las 
modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y contratación directa, con 
base en las siguientes reglas: (…)”  
 
Así mismo, el numeral 3 del artículo 2º de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 219 del decreto 19 de 2012, 
establece:  
 
“(…) Concurso de méritos. Corresponde a la modalidad prevista para la selección de consultores o proyectos, en la 
que se podrán utilizar sistemas de concurso abierto o de precalificación. …..” 
 



 
Por otra parte, el artículo 66 del Decreto 1082 de 2015, establece: “Las entidades estatales deben se-leccionar sus 
contratistas a través del concurso de méritos para la prestación de servicios de consultoría de que trata el numeral 2 
del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y para los proyectos de arquitectura (…)”. 
 
En ese orden de ideas, teniendo en cuenta lo establecido en la citada normativa y al considerar que el proyecto cuya 
contratación se pretende a través del presente proceso, no contiene varias prestaciones de naturaleza e índole jurídica 
diferente, la modalidad de selección del consultor que la entidad adoptará será el sistema de concurso de méritos. 
 
3.2. EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO. JUSTIFICACIÓN. ANÁLISIS DE LAS CONDICIONES Y PRECIOS 
DEL MERCADO. 
 
El valor del presupuesto del presente proceso de selección se ha definido utilizando la metodología de reembolso de 
costos de personal, afectado por un factor multiplicador, aplicable sobre los costos de personal, más costos directos. 
 
En ese sentido, con base en el alcance del contrato a celebrar, se procedió a definir el personal requerido, 
estableciendo el perfil del personal, en cuanto a estudios realizados, experiencia profesional y porcentaje de 
dedicación para la ejecución del contrato.  
 
Con las necesidades de personal establecidas, se procedió a cuantificar los costos  del personal, para lo cual, se tiene 
como base el mercado y los valores de los costos de personal que se reconocen a personal con las características 
definidas para la ejecución del contrato; por otra parte, se cuenta con el histórico de contratos de esta misma naturaleza, 
que se han ejecutado con personal de las mismas características definidas para el presente proceso y de esa información, 
proyectada al presente año, se determinan los costos a reconocer al personal previsto para la ejecución del contrato. 
 
Así mismo, se procede a establecer el Factor Multiplicador, en el cual se incluyen los costos indirectos que contenga 
entre otros, las cargas por concepto de seguridad social y prestacional, viáticos, gastos generados por la adquisición 
de herramientas o insumos necesarios para la realización de la labor, gastos de administración, impuestos, gastos 
contingentes y demás costos indirectos en que él incurra por la ejecución del contrato. 
 
Una vez determinados estos valores, se procede a afectar los costos de personal por los valores de Factor 
multiplicador. 
 
Por último, de acuerdo con el alcance del contrato a celebrar, se determinan todos los demás costos directos 
requeridos para la adecuada ejecución del contrato de acuerdo con los valores del mercado y teniendo en cuenta las 
condiciones de la zona en la cual se va a adelantar el contrato. En este análisis se tienen en cuenta arriendos de 
oficina, equipos requeridos para la ejecución del contrato, muebles, papelería, servicios públicos, ensayos de 
laboratorio requeridos, entre otros. 
 
Toda la información requerida para la determinación del valor del contrato se encuentra especificada de manera 
detallada, tanto en el Anexo Técnico, como en el Formulario No. 1, que forman parte del presente proceso de 
selección. 
 
 



 
 
 

4. OBJETO DEL CONTRATO 
 

OBJETO: INTERVENTORIA TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA LA ADECUACIÓN 
DE CENTRO DE DESARROLLO INFANTIL - CDI, ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA 
CATALINA. 
 
El objeto ha sido determinado de manera general, no obstante, dentro del alcance del mismo se desglosa de manera 
clara y precisa la totalidad de actividades que deben ser desarrolladas en marco del mismo. 
 
4.1. AUTORIZACIONES, PERMISOS Y LICENCIAS. 
 
En cumplimiento de la normativa establecida y requerida para la ejecución de los contratos, el Departamento, siempre 
ha propendido por el cumplimiento de todos los requisitos establecidos en la Ley, en cuanto a Autorizaciones, 
Permisos y Licencias. 
 
Es así, como el Interventor se debe ceñir a sus obligaciones, las cuales se encuentran detalladas de manera clara y 
precisa en el Manual de Interventoría y debe propender por el cumplimiento estricto de las obligaciones en materia de 
Autorizaciones, permisos y licencias requeridas en desarrollo de la obra a la cual va a realizar la Interventoría, para 
tal fin debe ajustarse a lo previsto en los aspectos  ambientales y sociales señalados en el pliego de condiciones, que 
forma parte del contrato objeto de la Interventoría.  
 
5. SISTEMAS DE CONTRATACIÓN PARA EL OBJETO A CONTRATAR (DETERMINACION DEL PRESUPUESTO) 

 
En cuanto al tipo de contratos suscritos en la vigencia presupuestal, para el seguimiento y control de los contratos de 
obra pública, los mismos corresponden a Contratos de Consultoría sujetos a actualización de costos y tarifas, ya que, 
según lo dispone el inciso segundo del numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, “Son también contratos de 
consultoría los que tienen por objeto la interventoría…”  
 
Para la estimación de los presupuestos de las consultorías, dentro de las cuales se ubican los contratos de 
Interventoría, el departamento estima el costo de los servicios de Consultoría (Interventoría), teniendo en cuenta los 
costos del personal requerido para la ejecución del contrato, el soporte logístico, los insumos necesarios para la 
ejecución de los servicios, los imprevistos y la utilidad razonable del contratista. 
 
En ese orden de ideas se ha adoptado la metodología de reembolso de costos de personal reales, afectados por un 
factor multiplicador, aplicable sobre los costos de personal, más costos directos. 
 
6. PLAZO DEL CONTRATO  
 
El plazo estimado para la ejecución del contrato será de DOS (2) MESES contados a partir de la suscripción del acta 
de inicio, previo el cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del mismo y aprobación de los 
documentos previstos en el pliego de condiciones. 



 
 
7. DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL 
 
7.1. CERTIFICADO DE DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL 
 
El Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina para la atención del compromiso derivado 
del presente proceso de selección, cuenta con su correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal. 
 
8. PRESUPUESTO OFICIAL 
 
El Presupuesto Oficial del presente proceso de Contratación es de CIENTO VEINTIÚN MILLONES TRESCIENTOS 
CINCUENTA Y NUEVE MIL CIENTO OCHO PESOS CON OCHENTA Y UN CENTAVOS MCTE ($ 121.359.108,81) 
 
8.1. FORMA DE PAGO 
 
El valor de la oferta y del contrato se determinará en Precio global fijo ofertado. 
 
EL DEPARTAMENTO pagará al Interventor el valor global del contrato teniendo en cuenta el cumplimiento y avance 
en la ejecución del contrato así:  
 
a) ACTAS PARCIALES MENSUALES hasta completar el 90% del valor de la interventoría.  
 
Todos los pagos deberán ser acompañados de los respectivos informes aprobados por la supervisión y acreditación 
de paz y salvo por concepto seguridad social, riesgos laborales y parafiscales (artículo 50 de ley 789 de 2002, artículo 
23 de la ley 1150 de 2007).  
 
b) ÚLTIMO PAGO correspondiente al 10% del valor del contrato de Interventoría que se realizará una vez se cumplan 
los siguientes requisitos: - Aprobación de la póliza de calidad del servicio. - Liquidación del contrato de obra y 
liquidación del contrato de interventoría.  
 
NOTA 1: VALOR: En el valor del contrato de interventoría se encuentran incluidos todos los costos en que incurra el 
contratista para la ejecución del contrato.  
 
NOTA 2:  DOCUMENTOS SOPORTE: El contratista deberá presentar la factura o la cuenta de cobro, según sea el 
caso, constancia de pago de aportes a la seguridad social, parafiscales, ARL, y demás documentos señalados para 
legalización de la cuenta de cobro.  
 
NOTA 3: EL DEPARTAMENTO no se responsabilizará por la demora presentada en el pago al CONTRATISTA, 
cuando ella fuere provocada por encontrarse incompleta la documentación que sirve de soporte para el trámite y 
previa recepción de los elementos a satisfacción por parte del contratista o no se ajusta a cualquiera de las condiciones 
establecidas en el contrato.  
 



 
El termino para el pago solo empezara a contarse desde la fecha en que se presenten en debida forma y adjuntando 
la totalidad de los documentos exigidos. para tal efecto.  
 
Las demoras que se presenten por estos conceptos serán responsabilidad del CONTRATISTA elegido y no tendrá 
por ello derecho al pago de intereses o compensación de ninguna naturaleza. 
 
La Entidad no se hace responsable por las demoras presentadas en el trámite para el pago al Interventor cuando ellas 
fueren ocasionadas por encontrarse incompleta la documentación de soporte o no ajustarse a cualquiera de las 
condiciones establecidas en el contrato. 
 
La Entidad hará las retenciones a que haya lugar sobre cada pago, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes 
sobre la materia. 
 
El Interventor deberá acreditar, para cada pago derivado del contrato que se encuentra al día en el pago de aportes 
parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de 
Compensación Familiar, cuando corresponda. 
 
8.2. ANTICIPO  
En el presente Proceso de Contratación la Entidad no entregará al interventor Anticipo ni Pago Anticipado. 

Nota: La forma de pago no contempla la entrega de los recursos en calidad de anticipo atendiendo a que los trámites 
para desembolsos de pagos anticipados o anticipos requieren de una programación financiera ligada al Plan 
Anualizado de Caja (PAC) de la Entidad, por lo tanto, el futuro contratista deberá tener un flujo de caja amplio y 
suficiente con el fin de apalancar tanto la parte administrativa como la parte operativa que garanticen la correcta 
ejecución del contrato. Sumado a lo anterior, en los indicadores financieros del proceso se está solicitando capital de 
trabajo, el cual brinda seguridad a que quien ejecute el contrato cuente con solvencia económica y los recursos 
necesarios para ejecutar la obra hasta el primer avance, más el tiempo que se demore su pago por parte de la Entidad. 

9. REQUISITOS HABILITANTES Y SU VERIFICACION. 
 
9.1. REQUISITOS HABILITANTES 
 
Para la determinación de los requisitos habilitantes, que deben ser acreditados por parte de los proponentes, la entidad 
ha procedido de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015, que señala: 
 

“Determinación de los Requisitos Habilitantes. La Entidad Estatal debe establecer los requisitos 
habilitantes en los pliegos de condiciones o en la invitación, teniendo en cuenta: (a) el Riesgo del 
Proceso de Contratación; (b) el valor del contrato objeto del Proceso de Contratación; (c) el análisis 
del sector económico respectivo; y (d) el conocimiento de fondo de los posibles oferentes desde la 
perspectiva comercial. La Entidad Estatal no debe limitarse a la aplicación mecánica de fórmulas 
financieras para verificar los requisitos habilitantes”. 
 



 
La Entidad verificará los requisitos habilitantes dentro del término señalado en el Cronograma del Pliego de 
Condiciones de acuerdo con los soportes documentales que acompañan la propuesta presentada.  
 
Los requisitos habilitantes serán objeto de verificación. Por lo tanto, si la propuesta cumple con todos los aspectos se 
evaluarán como “cumple”. En caso contrario, se evaluará como “no cumple”.  
 
De conformidad con la normativa aplicable, la Entidad realizará la verificación de requisitos habilitantes de los 
Proponentes (personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en Colombia, 
Proponentes Plurales) con base en la información contenida en el RUP y los documentos señalados en el Documento 
Tipo.  
 
La Entidad no podrá exigir requisitos habilitantes diferentes a los señalados en los Documentos Tipo. 
 
GENERALIDADES 
 

A. Únicamente se considerarán habilitados aquellos Proponentes que cumplan con todos los requisitos 
habilitantes según lo señalado en el Pliego de Condiciones. 
 

B. En el caso de Proponentes Plurales, los requisitos habilitantes serán acreditados por cada uno de los 
integrantes de la figura asociativa, salvo que se entienda algo distinto y, en todo caso, de acuerdo con las 
reglas del Pliego de Condiciones. 
 

C. Todos los Proponentes deben diligenciar el “Formato 3 – Experiencia” y los Proponentes extranjeros sin 
domicilio o sin sucursal en Colombia deberán diligenciar el “Formato 4 – Capacidad financiera y 
organizacional para extranjeros” y adjuntar los soportes que ahí se definen.  
 

D. Los Proponentes obligados a estar inscritos en el Registro Único de Proponentes (RUP), deberán aportar el 
certificado con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario anteriores contados desde la 
fecha de cierre del Proceso de Contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del Proceso de 
Contratación, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la originalmente 
fijada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

 
9.1.1. CAPACIDAD JURÍDICA. 
 
El procedimiento de selección del interventor está sometido a los principios de transparencia, selección objetiva e 
igualdad de derechos y oportunidades de los que se deriva la obligación de someter a todos los oferentes a las mismas 
condiciones definidas en la ley y en el pliego Tipo. 
 
La Entidad verificará el cumplimiento de los requisitos jurídicos indicados en el Pliego Tipo   
 
Los interesados podrán participar como Proponentes bajo alguna de las siguientes modalidades siempre y cuando 
cumplan los requisitos exigidos en el Pliego de Condiciones: 
 



 
A. Individualmente, como: a) personas naturales nacionales o extranjeras, b) personas jurídicas nacionales o 

extranjeras. 
 

B. Conjuntamente, como Proponentes Plurales en cualquiera de las formas de asociación previstas en el 
artículo 7 de la Ley 80 de 1993. 

 
Los Proponentes deben: 

 
A. Tener capacidad jurídica para la presentación de la oferta. 

 
B. Tener capacidad jurídica para la celebración y ejecución del Contrato. 

 
C. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad, incompatibilidad, conflicto de interés o 

prohibición previstas en la Constitución y en la ley para contratar con el Estado, o en la causal dispuesta en 
el numeral 1.14 del Pliego de Condiciones.  
 

D. No estar reportados en el último boletín de responsables fiscales vigente publicado por la Contraloría General 
de la República. Esta disposición aplica para el Proponente e integrantes de un Proponente Plural con 
domicilio en Colombia. Tratándose de Proponentes Extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia, 
deberán declarar que no son responsables fiscales por actividades ejercidas en Colombia en el pasado y que 
no tienen sanciones vigentes en Colombia que implique inhabilidad para contratar con el Estado. 

 
La Entidad debe consultar los Antecedentes Judiciales en línea en los registros de las bases de datos, al igual que los 
Antecedentes Fiscales acorde con el artículo 60 de la Ley 610 de 2000, los Antecedentes Disciplinarios conforme el 
artículo 1 de la Ley 1238 de 2008 y el Registro Nacional de Medidas Correctivas del Ministerio de Defensa Nacional 
– Policía Nacional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 183 de la Ley 1801 de 2016 – Código Nacional de 
Seguridad y Convivencia. 
 
9.1.2. CAPACIDAD FINANCIERA 
 
Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la “Matriz 2 – Indicadores 
financieros y organizacionales” y bajo las condiciones señaladas en el numeral 3.8.1 del Pliego de Condiciones:  
 

Indicador Fórmula 

Liquidez Activo	Corriente
Pasivo	Corriente 

Nivel de Endeudamiento Pasivo	Total
Activo	Total 

Razón de Cobertura de 
Intereses 

Utilidad	Operacional
Gastos	Interes  

 



 
Si el Proponente es plural cada indicador debe calcularse así:  
 

Indicador	 =
(∑ Componente	1	del	indicador!)	"

!#$
(∑ Componente	2	del	indicador!)	"

!#$
 

 
Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 
 
El Proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de liquidez.  
 
El Proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de intereses, siempre 
y cuando la Utilidad Operacional sea igual o mayor a cero (0).  
 
El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia acreditará la Capacidad Financiera 
de acuerdo con los indicadores señalados en la “Matriz 2 – Indicadores financieros y organizacionales”. El Proponente 
acreditará la calidad de Mipyme con copia del certificado del Registro Único de Proponentes (RUP), el cual deberá 
encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación.  
 
9.1.3. CAPACIDAD ORGANIZACIONAL  

Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la “Matriz 2 – Indicadores 
financieros y organizacionales”:  
 

III.Indicador IV.Fórmula 
Rentabilidad sobre Patrimonio 

(ROE) 
Utilidad	Operacional

Patrimonio
 

Rentabilidad del Activo 
(ROA) 

Utilidad	Operacional
Activo	Total

 

 
Si el Proponente es Plural cada indicador debe calcularse así:  
 

Indicador	 =
(∑ Componente	1	del	indicador!)	"

!#$
(∑ Componente	2	del	indicador!)	"

!#$
 

 
Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 
 
El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia acreditará la Capacidad 
Organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en la “Matriz 2 – Indicadores financieros y organizacionales”. 
El Proponente probará la calidad de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único de Proponentes (RUP), el 
cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 
 



 
 
9.1.3.1. REQUISITOS DE CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL PERSONAS NATURALES O 
JURÍDICAS NACIONALES Y EXTRANJERAS CON DOMICILIO O SUCURSAL EN COLOMBIA 
 
La evaluación financiera y organizacional de las propuestas se efectuará a partir de la información contenida en el 
RUP vigente y en firme. En tal sentido, la evaluación de la capacidad financiera se realizará de acuerdo con la 
información reportada en el RUP de acuerdo con las disposiciones establecidas en la Subsección 5 de la Sección 1 
del Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 2 del Decreto 1082 de 2015, o las normas que las modifiquen, adicionen o 
sustituyan, por lo que se tomará la información financiera del mejor año fiscal que se refleje en el registro del 
Proponente que esté vigente y en firme.  
 
Los Proponentes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia no están obligados a tener RUP y por tanto la 
verificación de esta información procederá en los términos definidos en el siguiente numeral. 
 
9.1.3.2. REQUISITOS DE CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL PERSONAS NATURALES O 
JURÍDICAS EXTRANJERAS SIN DOMICILIO O SUCURSAL EN COLOMBIA 
 
Los Proponentes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia deberán allegar la siguiente información financiera 
de conformidad con la legislación propia del país de origen. Los valores deben: (i) presentarse en Pesos Colombianos; 
(ii) convertirse a la tasa de cambio de la fecha de corte de los mismos y (iii) estar avalados con la firma de quien se 
encuentre en obligación de hacerlo de acuerdo con la normativa del país de origen.  
 
El estado de situación financiera (balance general) y estado de resultado integral (estado de resultados), 
acompañados por el informe de auditoría (sí aplica de acuerdo con la legislación de origen) con traducción simple al 
español de acuerdo con las normas NIIF.   
 
Copia de la tarjeta profesional del contador público o revisor fiscal y certificado de antecedentes disciplinarios vigente 
expedido por la Junta Central de Contadores de quien realiza la conversión.  
 
El “Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional” para extranjeros diligenciado. En caso de presentarse 
discrepancias entre la información consignada en el “Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional” para 
extranjeros y los documentos señalados en el Literal A, prevalecerá la información consignada en los estados 
financieros incluidos en la oferta.  
 
Las fechas de corte de los documentos señalados en el literal A será al 31 de diciembre de 2024, de acuerdo con lo 
establecido en la Subsección 5 de la Sección 1 del Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 2 del Decreto 1082 de 2015 o 
las normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan. En tal sentido, se tomará la información de conformidad con 
el mejor año fiscal del Proponente], acompañado del Informe de Auditoría, salvo que se acredite en debida forma que 
la legislación propia del país de origen establece una fecha de corte diferente a la prevista en este pliego. 
 
Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del proponente extranjero, el representante legal 
o el apoderado en Colombia deberán hacerlo constar bajo la gravedad de juramento en el “Formato 4 – Capacidad 



 
financiera y organizacional” para extranjeros. El proponente podrá acreditar este requisito con un documento que así 
lo certifique emitido por una firma de auditoría externa. 
 
Si los valores de los estados financieros están expresados originalmente en una moneda diferente a Dólares de los 
Estados Unidos de América, estos deberán convertirse a Pesos en los términos definidos en la sección 1.13. del 
Documento Base. 
 
10. EXPERIENCIA DEL PROPONENTE 
 
La entidad ha determinado que la experiencia es un factor preponderante en la selección de los interventores, por tal 
motivo ha considerado en el presente proceso su verificación como un factor de (CUMPLE o NO CUMPLE), según lo 
dispone el numeral 1 del artículo 5º de la Ley 1150 de 2007. 
 
La Real Academia de la Lengua Española define Experiencia como la “Práctica prolongada que proporciona 
conocimiento o habilidad para hacer algo”1. Así pues, la experiencia solicitada por la entidad, se basa en la 
consideración de que el Proponente debe demostrar que posee una experiencia mínima en la ejecución de contratos 
de interventoria, como las del alcance del objeto a contratar, una experiencia suficiente para garantizar la adecuada 
ejecución de las mismas. Para tal fin se ha establecido como límites la acreditación de mínimo uno (1) y máximo cinco 
(5) contratos, tal requerimiento obedece a que la entidad considera que con estos se estaría acreditando de manera 
suficiente y adecuada la experticia requerida en el desarrollo de las actividades objeto de la contratación pretendida. 
 
La entidad considera que si el proponente cumple con los parámetros de experiencia citados anteriormente, garantiza 
experiencia y suficiencia técnica, administrativa y operacional en el manejo del contrato a suscribir producto del 
proceso de selección y adicionalmente, está en capacidad de obtener un rendimiento de ejecución, como el que 
requiere el proyecto de acuerdo con su monto de inversión y plazo previsto de ejecución; así mismo está en capacidad 
de ejecutar una inversión total como la del objeto a contratar. 
 
Los requisitos de experiencia se fundamentan en lo establecido para tal fin en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, 
modificado por la Ley 1882 de 2018 es así como tales requisitos son adecuados y proporcionales a la naturaleza del 
contrato a suscribir y a su valor. 
 
Por otra parte, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, en los requisitos de experiencia, 
se han definido reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la confección de ofrecimientos de la misma 
índole, aseguren una escogencia objetiva y propendan por la amplia participación de oferentes que garanticen la 
selección de la oferta más favorable para la entidad. 
 
Con relación a la fecha de iniciación y terminación de los contratos para acreditar experiencia, la entidad ha 
considerado que las personas naturales y jurídicas obtienen a través de los años de desempeño en la ejecución 
efectiva de la actividad, la experticia necesaria para desempeñarla, es así que se permitirá la acreditación de la 
experiencia a lo largo de la habilidad jurídica para desarrollar las actividades propias de la Ingeniería Civil. En el caso 

 
 



 
de las personas naturales se tendrá en cuenta la experiencia acreditada a partir de la terminación y aprobación del 
pensum académico como Ingeniero Civil. Para el caso de las personas jurídicas se tendrá en cuenta la experiencia 
obtenida desde la fecha de su constitución, siempre que su objeto social le permita ejecutar las actividades objeto del 
presente proceso de contratación. 
 
De conformidad con lo establecido por parte de Colombia Compra Eficiente en los documentos tipo para procesos de 
interventoría de obra pública. 
 
HABILITANTE: La sumatoria de los contratos aportados como experiencia es mayor o igual al 100% respecto del 
valor total del presupuesto oficial establecido para el presente proceso de selección expresado en SMMLV. 

, y 
 

- PONDERABLE: Promedio de los contratos válidos aportados expresados en SMMLV. 
 
Con los demás criterios establecidos en cuanto a calificación, busca escoger un proponente que cumpla con las 
condiciones técnicas, financieras y jurídicas que garanticen el cumplimiento del objeto contractual 
 
Finalmente, en cumplimiento de lo dispuesto en la Circular No. 12, de fecha 5 mayo de 2014, proferida por Colombia 
Compra Eficiente en su carácter de ente rector del Sistema de Compras y Contratación, en la cual impartió directrices, 
sobre el uso del Clasificador del Bienes y Servicios en el Registro Único de Proponentes, donde indicó entre otras 
cosas lo siguiente:  
 

• “(…) La clasificación del proponente no es un requisito habilitante sino un mecanismo para establecer un 
lenguaje común entre los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública. En consecuencia, las 
Entidades Estatales no pueden excluir a un proponente que ha acreditado los requisitos habilitantes exigidos 
en un Proceso de Contratación por no estar inscrito en el RUP con el código de los bienes, obras o servicios 
del objeto de tal Proceso de Contratación.  

 
• La experiencia es un requisito habilitante. Los proponentes deben inscribir en el RUP su experiencia usando 

los códigos del Clasificador de Bienes y Servicios. Por su parte, las Entidades Estatales al establecer el 
requisito habilitante de experiencia deben incluir los códigos específicos del objeto a contratar o el de bienes, 
obras o servicios afines al Proceso de Contratación respecto de los cuales los proponentes deben acreditar 
su experiencia. (…)”  

 
Se estableció dentro del requerimiento de experiencia, la calificación en el “Clasificador de Bienes y Servicios de las 
Naciones Unidas”, para cada uno de los contratos que sean aportados para efectos de acreditación de la experiencia.  
 
En ese orden de ideas y teniendo en cuenta el alcance del contrato a ejecutar, se definió que tales contratos deben 
encontrarse calificados en uno o algunos de los siguientes códigos: 
 



 
Clasificación UNSPSC Descripción 

801016 Gerencia de proyectos 
811015 Ingeniería civil y arquitectura 

 
 
10.1. JUSTIFICACIÓN DE LAS CONDICIONES PARTICULARES DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA: 
 
Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, la entidad considera primordial que los proponentes que aspiren a 
participar en el proceso de selección, cuenten con experiencia similar a la que se va a ejecutar en desarrollo del 
contrato, por lo tanto se ha dispuesto que debe acreditar la experiencia solicitada en el  CAPÍTULO X. CONDICIONES 
DE ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA DEL PROPONENTE, Y LA EXPERIENCIA Y FORMACIÓN 
ACADÉMICA DEL EQUIPO DE TRABAJO Y EL PERSONAL CLAVE EVALUABLE del Documento Base o Pliego 
Tipo, el cual debe ser leído integralmente por el interesado.  
 
10.2. EXIGENCIAS MÍNIMAS DE EXPERIENCIA Y FORMACIÓN ACADÉMICA DEL EQUIPO DE TRABAJO 
(Personal Clave Evaluable)  
 
Durante el desarrollo del Proceso de Contratación, se requiere que los proponentes presenten y acrediten dentro de 
su oferta la experiencia del personal clave evaluable, en tal sentido, el Proponente deberá cumplir las siguientes 
reglas: 
  

I. Aportar y diligenciar en forma clara, completa, correcta y legible el “Formato 8 - Aceptación y cumplimiento 
de la formación académica y la experiencia del personal clave evaluable”, de acuerdo con los requisitos 
y condiciones que allí se indican y demás señaladas en el Pliego de Condiciones y sus documentos anexos.  

  
II. El “Formato 8 – Aceptación y cumplimiento de la formación académica y la experiencia del personal 

clave evaluable” debe suscribirlo el Proponente persona natural, representante legal de la persona jurídica 
o representante del Proponente Plural. 

 
Para los fines de este numeral se entiende por Personal Clave Evaluable los siguientes perfiles:  
 

Perfil No. # de 
profesionales 

Cargo Título 
Profesional 

Título de 
Posgrado 

% 
Dedicación 

Experiencia 
General 
(años mínimos) 

Experiencia Específica 
(años mínimos) 



 
1 1 Director de 

Interventoría  
Título 
profesional 
entre 
alguna de 
las 
siguientes 
alternativas: 
Ingeniero 
Civil y/o 
Aquitecto 

Posgrado 
entre alguna 
de las 
siguientes 
alternativas: 
gerencia de 
proyectos 
y/o gerencia 
de obras y/o 
project 
management 
y/o 
interventoria 
de obra 
 
Nota: No se 
aceptarán 
estudios de 
tipo: 
diplomado, 
curso, 
seminario 
como un 
estudio de 
posgrado.  

39% 10 años 4 años 

2 1 Residente 
de 
Interventoría 

Título 
profesional 
entre 
alguna de 
las 
siguientes 
alternativas: 
Ingeniero 
Civil  

 
N.A. 

 
 
. 

100% 8 años 3 años 

3 1 Especialista 
ambiental 

Título 
profesional 
entre 
alguna de 
las 
siguientes 
alternativas: 
Ingeniero 
Civil y/o 
ambiental 

Posgrado 
entre alguna 
de las 
siguientes 
alternativas: 
Ambiental 
 
Nota: No se 
aceptarán 
estudios de 
tipo: 
diplomado, 
curso, 
seminario 
como un 
estudio de 
posgrado.  

40% 8 años 3 años 

 
Las condiciones de formación académica y experiencia de los perfiles del personal integrante del equipo de trabajo 
denominado Personal Clave Evaluable se encuentran en el “Anexo 1 – Anexo Técnico” del Proceso de Contratación, 
las cuales serán verificadas durante la evaluación de las propuestas, de acuerdo con las reglas establecidas en el 
Pliego de Condiciones, particularmente, en el numeral “10.2. Acreditación de experiencia y formación académica del 
equipo de trabajo y del Personal Clave Evaluable”. 
  
Nota 1: El Proponente en la etapa de selección DEBERÁ allegar con su propuesta documentos soporte, hojas de 
vida, certificaciones de los profesionales y del equipo de trabajo que considerará para el futuro contrato, ya que serán 
verificado en conjunto con la propuesta presentada. 



 
  
Nota 2: Los documentos aportados en el presente acápite podrán tenerse en cuenta para demostrar el cumplimiento 
de los criterios de evaluación y asignación de puntaje, sin perjuicio de las reglas de subsanación dispuestas en el 
numeral 1.6. del Pliego de Condiciones.     

11. CRITERIOS DE ASIGNACIÓN DE PUNTAJE 
 
El numeral 2 del artículo 5° de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 88 de la Ley 1474 de 2011, establece: 
 
"2. La oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y 
la ponderación precisa y detallada de los mismos contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, 
resulte ser la más ventajosa para la entidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos 
en dichos documentos (…)” (Negrilla y Subraya fuera de texto) 
 
El numeral 4 del artículo 5° de la Ley 1150 de 2007, establece: 
 
“4. En los procesos para la selección de consultores se hará uso de factores de calificación destinados a valorar los 
aspectos técnicos de la oferta o proyecto. De conformidad con las condiciones que señale el reglamento, se 
podrán utilizar criterios de experiencia específica del oferente y del equipo de trabajo, en el campo de que se 
trate. 
 
En ningún caso se podrá incluir el precio, como factor de escogencia para la selección de consultores”. 
(Negrilla y Subraya fuera de texto) 
 
En consideración de estas previsiones normativas, la entidad ha considerado los siguientes criterios, para efectos 
calificación y ponderación de la propuesta: 
 

11.1. CRITERIOS DE EVALUACIÓN, ASIGNACIÓN DE PUNTAJE Y CRITERIOS DE DESEMPATE 
 
La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido los requisitos habilitantes con los siguientes criterios de 
evaluación y puntajes: 
 

Concepto Puntaje 
máximo 

Experiencia del Proponente 67,75 

Equipo de trabajo (Personal Clave Evaluable) 10 

Factor de sostenibilidad 1 

Apoyo a la industria nacional 20 

Vinculación de personas con discapacidad 1 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0,25 



 
Concepto Puntaje 

máximo 
Total 100 

 
 
En las convocatorias limitadas a Mipyme el puntaje por este concepto se trasladará al factor de evaluación de 
experiencia del Proponente. En este caso, el Pliego de Condiciones definitivo incluirá el siguiente cuadro:  
 
La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido los requisitos habilitantes con los siguientes criterios de 
evaluación y puntaje:  
 

Concepto Puntaje 
máximo 

Experiencia del Proponente 67,75 

Equipo de trabajo (Personal Clave Evaluable) 10 

Factor de sostenibilidad 1 

Apoyo a la industria nacional 20 

Vinculación de personas con discapacidad 1 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0,25 

Total 100 

 
Las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos (2) puntos a los Proponentes que se les haya 
impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha prevista para el 
cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias derivadas del incumplimiento. 
Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales si alguno de sus integrantes se 
encuentra en la situación anterior.  
 
La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que hayan 
impuesto las multas sean objeto de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 o las normas que la 
modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 2020 
de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las normas que lo modifiquen, 
sustituyan, adicionen o reglamenten. 
 
11.1.1. FORMA DE VERIFICACIÓN Y ASIGNACIÓN DE PUNTAJE POR LA EXPERIENCIA DEL PROPONENTE  
 
La Entidad evaluará la experiencia del Proponente de acuerdo con los siguientes pasos: 
 

A. El Proponente cumplirá con la exigencia mínima de experiencia prevista en el numeral 3.8.1. del Documento 
Base. De acuerdo con lo anterior, si el Proponente debió subsanar el cumplimiento de la experiencia mínima, 



 
para la asignación de puntaje no se tendrán en cuenta los contratos que hayan sido objeto de subsanación, 
ni para definir el promedio de los contratos válidos aportados que se refiere el literal B) de este numeral.  
 
En el caso en el cual un Proponente haya subsanado la totalidad de los Contratos aportados, su oferta no 
será tenida en cuenta para aplicar las fórmulas para la ponderación de la Experiencia del Proponente, por lo 
que, además, por este criterio de asignación de puntaje obtendrá cero (0) puntos. 

 
B. Para la asignación de puntaje, se tomará el promedio de los contratos válidos aportados de cada propuesta 

hábil expresados en SMMLV registrados en el RUP o en alguno de los documentos válidos señalados en el 
numeral 10.1.5 del Documento Base, que acredite su experiencia relacionada en el RUP, y que en total hayan 
cumplido con lo mencionado en el literal A de esta sección. Dicho promedio será el valor que lo hará participar 
para la asignación del puntaje, según se detalla en esta sección.  

 
C. Posteriormente, se seleccionará un método aleatorio en función de la Tasa de Cambio Representativa del 

Mercado (TRM) certificada por la Superintendencia Financiera de Colombia [en su sitio web: 
https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819]. 
 
(Ver numeral 4.1. del Pliego Tipo) 

 
11.1.2. EQUIPO DE TRABAJO (Personal clave evaluable) 
 
La asignación de puntaje relacionada con el “Equipo de trabajo (Personal Clave Evaluable)” se realizará de la 
siguiente manera:  
 

Criterio de evaluación Puntaje 
Experiencia adicional del Personal 

Clave Evaluable 5  

Formación académica adicional del 
Personal Clave Evaluable  5  

Total  10 
 
11.1.2.1. EXPERIENCIA ESPECÍFICA ADICIONAL  
  
La Entidad asignará cinco (5) puntos al Proponente que se comprometa con el diligenciamiento del “Formato 9 - 
Experiencia y formación académica adicional del Personal Clave Evaluable” a acreditar que i) el Director de 
Interventoría , ii)   el Residente de interventoría y iii) el Especialista ambiental un (1) año de experiencia específica 
adicional a la definida en la “Matriz 4 – Lineamientos de requisitos del Personal”.  
 
Para otorgar el puntaje el proponente deberá diligenciar el “Formato 9 - Experiencia y formación académica adicional 
del Personal Clave Evaluable”. Por lo tanto, junto con su propuesta deberá adjuntar la documentación soporte de la 
experiencia y formación adicional del personal clave evaluable. La verificación de los documentos relacionados con el 



 
Personal Clave Evaluable se hará de acuerdo con lo señalado en el numeral 10.2. “Acreditación de experiencia y 
formación académica del equipo de trabajo y del Personal Clave Evaluable”. 
  

i. Se entiende por “Experiencia específica adicional” la experiencia directamente relacionada con el cargo a 
desempeñar.  

  
ii. La contabilización total de la experiencia se realizará en años. En caso de ser necesario se hará la conversión 

de meses o días a años para la contabilización.  
  
Las reglas de equivalencias descritas en la “Matriz 4 – Lineamientos de Requisitos del Personal” no aplican para el 
otorgamiento de puntaje, solamente para verificar que el profesional cumple con la experiencia mínima requerida por 
la Entidad.  
 
En el caso de que la Entidad establezca más de un profesional por cargo, cada uno de ellos deberá cumplir con el 
año de experiencia específica adicional.  
 
11.1.2.2. FORMACIÓN ACADÉMICA ADICIONAL  
  
La Entidad asignará cinco (5) puntos al Proponente que se comprometa con el diligenciamiento del “Formato 9 – 
Experiencia y formación académica adicional del Personal Clave Evaluable” i) el Director de Interventoría, ii) el 
Residente de interventoría y iii) el Especialista ambiental a acreditar que tienen una formación académica adicional a 
la definida en la “Matriz 4 – Lineamientos de requisitos del Personal”. 
 
Para otorgar el puntaje el proponente deberá diligenciar el “Formato 9 - Experiencia y formación académica adicional 
del Personal Clave Evaluable”. Por tanto, junto con su propuesta deberá adjuntar la documentación soporte de la 
experiencia y formación adicional del personal clave evaluable. La verificación de los documentos relacionados con el 
Personal Clave Evaluable se hará de acuerdo con lo señalado en el numeral 10.2. “Acreditación de experiencia y 
formación académica del equipo de trabajo y del Personal Clave Evaluable”. 
  

I. Las Entidades no podrán solicitar títulos de posgrado particulares, es decir, que el Personal Clave Evaluable 
tenga una especialización, una maestría o un doctorado, sino que se exigirá que el título de posgrado esté 
enfocado en un área de conocimiento para verificar las condiciones mínimas requeridas (p.ej. título de 
posgrado en estructuras o geotecnia).  

  
II. Las reglas de equivalencias descritas en la “Matriz 4 – Lineamientos de Requisitos del Personal” no aplican 

para el otorgamiento de puntaje, solamente para verificar que el profesional cumple con la formación 
académica mínima requerida por la Entidad.  

  
III. Se entiende por “Formación académica adicional” aquella relacionada directamente con el cargo a 

desempeñar. 



 
 
En el caso que la Entidad establezca más de un profesional por cargo, cada uno de ellos deberá cumplir con la 
formación académica adicional.  
 
11.1.3. FACTOR DE SOSTENIBILIDAD  
 
La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que se comprometa con el diligenciamiento del “Formato 12 – Factor 
de sostenibilidad”, y se comprometa con los siguientes aspectos: 
 

- Presentar sus entregables (comunicaciones, informes, memorias de cálculo, diseños por componentes, entre 
otros), siempre que aplique, en impresión a doble cara, asi mismo utilizando papel que cuente con (i) el 
certificado en el Sello Ambiental Colombiano o (ii) reciclado o procedente de fuentes forestales sostenibles o 
naturales y estar libre de cloro elemental. De igual manera, y cuando el documento lo permita, se reutilizarán 
hojas ya usadas por una cara, por ejemplo, para evidencias de trabajo de campo, y en el evento en que sus 
entregables no se requieran en medio físico, garantizar que los documentos sean digitalizados y establecer 
una política de archivo digital. 

- En el caso de no contar con conectividad se debe garantizar el uso eficiente de los recursos como el papel y 
en la medida de lo posible la sostenibilidad de los insumos. 

- Contar con un programa de reciclaje y reutilización para el desarrollo de las labores de interventoría que 
incluya la estrategia de gestión para los residuos posconsumo y un plan de relacionamiento con actores 
sociales de la cadena de gestión de los residuos. 

- Contar con un programa de capacitaciones orientado al correcto uso de los recursos naturales en el ejercicio 
de la labor de interventoría que incorpore gestión de residuos, ahorro de agua, posconsumo, transporte 
sostenible.   

- Contar con capacitaciones sobre los impactos ambientales de los proyectos sujetos a interventoría, para lo 
cual será útil capacitar en manejo de escombros, uso del suelo, conflictos socio ambientales y medidas de 
manejo, reglamentación ambiental, gestión de plásticos y contaminación, entre otros. 

- Contar con un programa de transporte sostenible para los equipos de trabajo de la interventoría que 
contengan los aspectos de conducción eficiente, seguridad, eficiencia energética, gestión de emisiones 
atmosféricas, entre otros.El supervisor verificará el cumplimiento de este criterio a través de informes 
periódicos establecidos por la entidad contratante y, además, comprobará, para el inicio de la ejecución del 
contrato, que el futuro Contratista entregue la ficha técnica del papel a utilizar en los términos del numeral 
“9.1 Información para el control de la ejecución de la obra” 

 
11.1.4. APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 
 
Los Proponentes pueden obtener puntaje de apoyo a la industria nacional por: i) Servicios Nacionales o con Trato 
Nacional o por ii) la incorporación de componente nacional en servicios extranjeros. La Entidad en ningún caso 
otorgará simultáneamente el puntaje por ambos aspectos. 



 
 
Los puntajes para estimular a la industria nacional se relacionan en la siguiente tabla: 
 

Concepto Puntaje 
Promoción de Servicios Nacionales o con 
Trato Nacional 20 

Incorporación de componente nacional 
en servicios extranjeros 5 

11.1.4.1 PROMOCIÓN DE SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL  

En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando además de ofertarse por una 
persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con 
la legislación colombiana o por un Proponente Plural integrado por estos o por estos y un extranjero con Trato Nacional 
se compromete a vincular el porcentaje mínimo de personal colombiano, que se desarrolla a continuación. 

En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos a la 
legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona natural colombiana o por un 
residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o un 
Proponente Plural integrado por estos, sin que sea necesaria la vinculación de un porcentaje mínimo de personal 
colombiano. 

En el caso de los Proponentes extranjeros con Trato Nacional que participen en el Proceso de Contratación de manera 
singular o mediante la conformación de un Proponente Plural podrán determinar si aplican las reglas previstas en este 
numeral o si, por el contrario, deciden acogerse a la regla de origen de su país. Para definir la regla aplicable al 
proceso, el Proponente extranjero con Trato Nacional así lo manifestará con el diligenciamiento de la opción 2 del 
“Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”. En el caso que no se escoja la opción 2 del 
“Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”, la Entidad deberá evaluar la oferta de 
acuerdo con las reglas previstas en este numeral.  

Debido a la especialidad del contrato, en este Proceso de Contratación para el otorgamiento de puntaje no habrá 
bienes nacionales relevantes y, por tanto, se otorgará el puntaje de apoyo a la industria nacional a los Proponentes 
que se comprometan a vincular durante el desarrollo del objeto contractual un porcentaje de empleados o contratistas 
por prestación de servicios colombianos, de al menos el noventa por ciento (90 %), del personal requerido para el 
cumplimiento del contrato. 

Además de la incorporación de personal colombiano requerido para la ejecución del contrato, tratándose de 
Proponentes Plurales, su composición deberá estar acorde con lo exigido por la noción de Servicios Nacionales 
prevista en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, o la norma que la modifique, sustituya o complemente, 
de lo que dependerá la franja del puntaje aplicable en lo referente al apoyo de la industria nacional.   

Para tales efectos, en la siguiente tabla se indican las posibles composiciones de Proponentes Plurales, la regla de 
origen que les aplica en virtud de dicha conformación, así como la franja de puntaje correspondiente: 



 
 

 
11.1.4.2. ACREDITACIÓN DEL PUNTAJE POR SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL 

La Entidad asignará hasta veinte (20) puntos a la oferta de: i) Servicios Nacionales o ii) con Trato Nacional.  
 
Para que el Proponente nacional obtenga puntaje por Servicios Nacionales debe diligenciar el “Formato 7A – 
Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional” y, además, aportar alguno de los siguientes documentos, 
según corresponda:  
 

A. Persona natural colombiana: La cédula de ciudadanía del Proponente. 
 

B. Persona natural extranjera residente en Colombia: La visa de residencia que le permita la ejecución 
del objeto contractual de conformidad con la ley.  
 

C. Persona jurídica constituida en Colombia: El certificado de existencia y representación legal emitido 
por alguna de las cámaras de comercio del país.  
 

Para que el Proponente extranjero con Trato Nacional obtenga el puntaje por apoyo a la industria nacional por 
promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional solo deberá diligenciar el “Formato 7A – Promoción de 
Servicios Nacionales o con Trato Nacional”.  
 
Para que el Proponente extranjero con Trato Nacional que diligencie la opción 2 del “Formato 7A – Promoción de 
Servicios Nacionales o con Trato Nacional” obtenga el puntaje por Trato Nacional, deberá acreditar que los servicios 
son originarios de: a) los Estados mencionados en la sección de Acuerdos Comerciales aplicables al Proceso de 

No. Composición del Proponente 
Plural Regla de origen aplicable Puntaje aplicable 

1. Únicamente integrantes 
colombianos Decreto 1082 de 2015 

Promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato 

Nacional (9.1.5.1) 

2. Colombianos en asocio con 
extranjeros con Trato Nacional Decreto 1082 de 2015 

Promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato 

Nacional (9.1.5.1) 

3. Únicamente integrado por 
extranjeros con Trato Nacional 

La regla de origen del país con 
el que se tenga acuerdo 

comercial o la del Decreto 1082 
de 2015. Si el Proponente 
Plural no especifica a cuál 

regla se acoge se aplicará la 
del Decreto 1082 de 2015. 

Promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato 

Nacional (9.1.5.1) 

4. 
Proponente Plural en el que al 

menos uno de los integrantes es 
extranjero sin Trato Nacional. 

No aplica la regla de origen del 
Decreto 1082 de 2015, ni la de 

los países de origen. 

Incorporación de 
componente nacional en 

servicios extranjeros 
(9.1.5.3) 



 
Contratación; b) los Estados en los cuales si bien no existe Acuerdo Comercial, el Gobierno Nacional ha certificado 
que los oferentes colombianos gozan de Trato Nacional en los términos del artículo 2.2.1.2.4.1.3. del Decreto 1082 
de 2015; o c) los Estados miembros de la Comunidad Andina de Naciones. Para esto, deberá demostrar que cumple 
con la regla de origen contemplada para los Servicios Nacionales del respectivo país, allegando la información y/o 
documentación que sea requerida.  
  
El Proponente nacional tiene la facultad de subsanar la falta de presentación de la cédula de ciudadanía o del 
certificado de existencia y representación legal para acreditar el requisito habilitante de capacidad jurídica. No 
obstante, no podrá subsanar esta circunstancia para la asignación del puntaje por Promoción de Servicios Nacionales 
o con Trato Nacional.  
 
La Entidad asignará el puntaje por apoyo a la industria nacional por promoción de Servicios Nacionales o con Trato 
Nacional al Proponente Plural conformado por nacionales cuando cada uno de sus integrantes presente alguno de los 
documentos indicados en este numeral, según corresponda. A su vez, el representante del Proponente Plural deberá 
diligenciar el “Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”. Cuando uno o varios de sus 
integrantes no cumplan con las condiciones descritas el Proponente Plural no obtendrá puntaje por Promoción de 
Servicios Nacionales o Trato Nacional. 

11.1.4.3 INCORPORACIÓN DE COMPONENTE NACIONAL EN SERVICIOS EXTRANJEROS 

La Entidad asignará cinco (5) puntos a los Proponentes extranjeros sin derecho a Trato Nacional o a los Proponentes 
Plurales en los que al menos uno de sus integrantes sea un extranjero sin derecho a Trato Nacional, que se 
comprometan a incorporar a la ejecución del contrato más del noventa por ciento (90 %) del personal técnico, operativo 
y profesional de origen colombiano. 

Por otro lado, el Proponente que ofrezca personal colombiano con títulos académicos otorgados en el exterior deberá 
demostrar la convalidación de estos títulos en Colombia ante el Ministerio de Educación Nacional. En este sentido, 
para acreditar los títulos académicos concedidos en el exterior se requiere presentar la Resolución expedida por el 
Ministerio de Educación Nacional que reconoce el título obtenido en el exterior. 

Para recibir el puntaje por incorporación de componente colombiano, el representante legal o el apoderado del 
Proponente deberá diligenciar el “Formato 7B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros”, en 
el cual manifieste bajo la gravedad del juramento que incorporará en la ejecución del contrato más del noventa por 
ciento (90 %) de personal técnico, operativo y profesional de origen colombiano, en caso de resultar adjudicatario del 
Proceso de Contratación. 

La Entidad únicamente otorgará el puntaje por promoción de la incorporación de componente nacional cuando el 
Proponente que diligencie el “Formato 7B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros” no haya 
recibido puntaje alguno por promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional. 

El “Formato 7B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros” solo debe ser aportado por los 
Proponentes extranjeros sin derecho a Trato Nacional que opten por incorporar personal colombiano. En el evento 
que un Proponente extranjero sin derecho a Trato a Nacional o un Proponente Plural en el que al menos uno de sus 
integrantes sea un extranjero sin Trato Nacional, en lugar del “Formato 7B – Incorporación de Componente Nacional 



 
en Servicios Extranjeros”, diligencie el “Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”, no 
habrá lugar a otorgar puntaje por el factor del numeral 4.4.1. del Pliego de Condiciones ni por el regulado en este 
numeral.  

En caso de no efectuar ningún ofrecimiento, el puntaje por este factor será de cero (0). 

11.1.5. VINCULACIÓN TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD PLANTA DE PERSONAL (DECRETO 392 DE 
2018)  

 
La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que acredite el número mínimo de personas en condición de 
discapacidad, de acuerdo con el número total de trabajadores de la planta de su personal, en los términos señalados 
en el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015.  
 
Para esto debe: i) diligenciar el “¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. suscrito por la persona natural, 
el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, en el cual certifique el número total de trabajadores 
vinculados a la planta de personal del Proponente, o el integrante del Proponente Plural, a la fecha de cierre del 
Proceso de Contratación, ii) acreditar el número mínimo de personas en condición de  discapacidad en su planta de 
personal, de conformidad con lo señalado en el certificado expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar 
vigente a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 
 
Para los Proponentes Plurales, la Entidad tendrá en cuenta la planta de personal del integrante del Proponente Plural 
que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40 %) de la experiencia requerida para el Proceso de Contratación. 
Este porcentaje de experiencia se tomará sobre el “Valor mínimo a certificar (como % del Presupuesto Oficial 
expresado en SMMLV)” de conformidad con el numeral 3.8.1 del Pliego de Condiciones, sin importar si la experiencia 
es general o específica. 
 
Tratándose de los Proponentes Plurales, el “Formato 6 – Vinculación de personas en condición de discapacidad” debe 
suscribirlo el integrante del Proponente Plural, ya sea el representante legal o revisor fiscal, según corresponda, de la 
persona jurídica o la persona natural, siempre que dicho integrante aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40 %) 
de la experiencia requerida para el Proceso de Contratación, y que además vincule el mínimo de trabajadores con 
discapacidad exigido en el Decreto 1082 de 2015.  
 
 
11.1.6. EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES 
 
En La Entidad asignará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite la calidad de 
emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el territorio nacional de conformidad con lo previsto en el 
artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 
 
Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el Formato 13 – Acreditación de emprendimientos y 
empresas de mujeres y aportar la documentación requerida. Si el Proponente debió subsanar la entrega de dicho 
formato y/o los documentos exigidos para probar esta condición será válido para el criterio diferencial en cuanto al 
requisito habilitante relacionado con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada. Sin 



 
embargo, no se tendrán en cuenta para la asignación de puntaje, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor 
de evaluación. 
 
Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje solo se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita 
la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres y tiene una participación igual o superior al diez por ciento 
(10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 
 
La asignación de este puntaje no excluye la aplicación del puntaje para Mipyme. 
 
11.1.7. MIPYME DOMICILIADA EN COLOMBIA 
 
La Entidad otorgará un puntaje de cero punto veinticinco puntos (0.25) al Proponente que acredite la calidad de 
Mipyme domiciliada en Colombia de conformidad con el artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en 
concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que lo modifique, 
complemente o sustituya. 
 
Así las cosas, para obtener el puntaje, el Proponente entregará copia del certificado del Registro Único de 
Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. Si el Proponente debió 
subsanar la entrega del RUP, éste será válido para los criterios diferenciales en cuanto a los requisitos habilitantes 
relacionados con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada y los índices de la 
Capacidad Financiera y Organizacional. Sin embargo, el certificado no se tendrá en cuenta para la asignación del 
puntaje adicional, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación.  
 
Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita la calidad 
de Mipyme y tiene una participación igual o superior al diez por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 
 
12. CRITERIOS DE DESEMPATE  
 
De conformidad con el artículo 21 de la Ley 80 de 1993, el artículo 24 de la ley 361 de 1997, el artículo 12 de la Ley 
590 de 2000 modificado por el artículo 9 de la Ley 905 de 2004, los artículos 1 y 2 de la Ley 816 de 2003, el artículo 
5 de la Ley 1150 de 2007, Decreto 957 de 2019 y la Ley 2069 de 2020 en el evento en que dos o más propuestas 
obtengan el mismo puntaje, sucesivamente y de manera excluyente se dará prioridad a criterios de desempate. 
(criterios citados en el numeral 4.8 del Documento Base). 
 

13. ANÁLISIS DE RIESGOS 
 
13.1. RIESGOS QUE ASUME EL INTERVENTOR 
 
A partir de la fecha de suscripción del Contrato y en todas las etapas del mismo, el interventor asume los efectos 
derivados de todos y cada uno de los riesgos asociados a este Contrato, al igual que respecto a los que logre 
determinar, salvo los casos en que expresamente se ha determinado lo contrario. 
 



 
En este sentido, el interventor asume los efectos derivados de los riesgos que se listan a continuación de manera 
general, además de aquellos que se desprendan de la matriz de riesgos, otras cláusulas o estipulaciones del Contrato, 
sus anexos y/o sus Apéndices o que se deriven de la naturaleza del Contrato.  
 
Por lo tanto, no procederán reclamaciones del interventor basadas en el suceso de alguno de los riesgos asumidos 
por el interventor y –consecuentemente- el departamento no hará reconocimiento alguno, ni se entenderá que ofrece 
garantía alguna al interventor, que permita eliminar o mitigar los efectos causados por la ocurrencia de alguno de 
estos riesgos, salvo que dicho reconocimiento o garantía se encuentren expresamente pactados en el Contrato. 
 
1. Los efectos, favorables o desfavorables, derivados de las variaciones en los precios de mercado de los Costos de 
personal y otros costos directos necesarios para ejecutar en los términos del Contrato y de sus Apéndices. 
 
Los mecanismos contenidos en el contrato, permiten mantener las condiciones económicas y financieras existentes 
al momento de la presentación de la Propuesta por parte del interventor y consecuentemente, están diseñados para 
restablecer y mantener la ecuación de equilibrio contractual en los términos señalados en la Ley 80 de 1993 y demás 
normas existentes y de la aplicación de la fórmula de ajuste de precios contemplada en el pliego de condiciones y/o 
en el Manual de Interventoría vigente. (En caso de que el proceso tenga ajustes). 
 
2. Los efectos, favorables o desfavorables, derivados de las variaciones de la tasa de cambio y de la evolución de la 
devaluación real observada frente a la estimada inicialmente por el interventor. 
 
3. Los efectos, favorables o desfavorables, de la alteración de las condiciones de financiación diferentes a los Pagos 
concernientes al departamento, como consecuencia de la variación en las variables del mercado, toda vez que es una 
obligación contractual del interventor viabilizar y obtener mecanismos para complementar el esquema de financiación 
conjuntamente con los recursos del departamento para la ejecución del Proyecto, para lo cual el interventor tiene 
plena libertad de establecer con los Prestamistas, las estipulaciones atinentes al contrato de mutuo –o cualquier otro 
mecanismo de financiación- necesario para el desarrollo del Proyecto, y no existirán cubrimientos o compensaciones 
de parte del departamento, como consecuencia de la variación supuesta o real entre cualquier estimación inicial de 
las condiciones de financiación frente a las realmente obtenidas. 
 
4. Los efectos desfavorables, de todos y cualesquiera daños, perjuicios o pérdidas de los bienes de su propiedad 
causados por terceros diferentes del departamento, sin perjuicio de su facultad de exigir a terceros diferentes de la 
reparación o indemnización de los daños y perjuicios directos y/o subsecuentes cuando a ello haya lugar. 
 
En general, los efectos, favorables o desfavorables, de las variaciones de los componentes económicos, fiscales, 
legales y técnicos necesarios para cumplir con las obligaciones del interventor necesarias para la cabal ejecución de 
los Contratos, relacionadas entre otras, con la contratación de personal, las labores administrativas, los 
procedimientos constructivos utilizados, los equipos y materiales requeridos, el manejo ambiental y social y el manejo 
del tráfico. 
 
13.2. MATRIZ DE RIESGOS 
 



 
La “Matriz 3 – Riesgos” incluye los Riesgos que se pueden presentar durante la ejecución del Contrato. Esta Matriz 
describe cada uno de los Riesgos, la consecuencia de su ocurrencia, a quién se le asigna, cuál es el tratamiento en 
caso de ocurrencia y quién es el responsable del tratamiento entre otros aspectos.  
 

14. ANALISIS QUE SUSTENTA LA EXIGENCIA DE GARANTÍAS. 
 
De conformidad con el artículo 2.2.1.2.3.1.1 del Decreto 1082 de 2015  los riesgos que deben cubrir las garantías en 
la contratación, son el cumplimiento de las obligaciones surgidas en favor de las Entidades Estatales con ocasión de: 
(i) la presentación de las ofertas; (ii) los contratos y su liquidación; y (iii) los riesgos a los que se encuentran expuestas 
las Entidades Estatales, derivados de la responsabilidad extracontractual que pueda surgir por las actuaciones, 
hechos u omisiones de sus contratistas y subcontratistas 
 
El oferente que resulte favorecido, en su calidad de interventor podrá otorgar para asegurar el cumplimiento de sus 
obligaciones las siguientes garantías: 
 

a) Contrato de seguro contenido en una póliza. 
 

b) Patrimonio autónomo. 
 

c) Garantía Bancaria. 
 
NOTA 1: La responsabilidad extracontractual de la administración derivada de las actuaciones, hechos u omisiones 
de sus Contratistas o subcontratistas solo puede ser amparada con un contrato de seguro. 
 
NOTA 2: El monto, vigencia, amparos o coberturas de las garantías se determinarán teniendo en cuenta el objeto, la 
naturaleza, las características de cada contrato y los riesgos que se deban cubrir. 
 
14.1. INDIVISIBILIDAD DE LA GARANTÍA.  
 
La garantía de cobertura del Riesgo es indivisible; sin embargo, en los contratos con un plazo mayor a cinco (5) años 
las garantías pueden cubrir los Riesgos de la Etapa del Contrato o del Periodo Contractual, de acuerdo con lo previsto 
en el contrato. 
 
En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, Entidad Estatal en los pliegos de 
condiciones para la Contratación debe indicar las garantías que exige en cada Etapa del Contrato o cada Periodo 
Contractual así: 
 
a.) La Entidad Estatal debe exigir una garantía independiente para cada Etapa del Contrato o cada Periodo 

Contractual, cuya vigencia debe ser por lo menos la misma establecida para la Etapa del Contrato o Periodo 
Contractual respectivo. 

 



 
b.) La Entidad Estatal debe calcular el valor asegurado para cada Etapa del Contrato, Periodo Contractual o 

unidad funcional, tomando el valor de las obligaciones del interventor para cada Etapa del Contrato o Periodo 
Contractual, de acuerdo con las reglas de suficiencia de las garantías establecidas en el decreto 1082 de 2015. 

 
c.) Antes del vencimiento de cada Etapa del Contrato o cada Periodo Contractual, el interventor está obligado a 

obtener una nueva garantía que ampare el cumplimiento de sus obligaciones para la Etapa del Contrato o Periodo 
Contractual subsiguiente, si no lo hiciere se aplicarán las reglas previstas para el restablecimiento de la garantía. 

 
Si el garante de una Etapa del Contrato o un Periodo Contractual decide no continuar garantizando la Etapa del 
Contrato o Periodo Contractual subsiguiente, debe informar su decisión por escrito a la Entidad Estatal garantizada 
seis (6) meses antes del vencimiento del plazo de la garantía. Este aviso no afecta la garantía de la Etapa Contractual 
o Periodo Contractual en ejecución. Si el garante no da el aviso con la anticipación mencionada y el interventor no 
obtiene una nueva garantía, queda obligado a garantizar la Etapa del Contrato o el Periodo Contractual subsiguiente. 
 
Como la contratación que se fundamenta en estos estudios previos no se encuentra exenta de la exigencia de la 
garantía única, la entidad exigirá el amparo de los perjuicios que se deriven del incumplimiento del ofrecimiento y del 
incumplimiento del contrato mediante las siguientes garantías: 
 
14.2. GARANTÍA PARA AMPARAR LOS RIESGOS DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO DEL OFRECIMIENTO: 
 
El Proponente debe presentar de manera simultánea con la PROPUESTA, una Garantía de Seriedad de la Oferta que 
cumpla con los siguientes parámetros:  
 
La PROPUESTA deberá incluir la Garantía de Seriedad de la Oferta, que deberá amparar los perjuicios que se deriven 
del incumplimiento del ofrecimiento, y asegure la firma, legalización, perfeccionamiento y cumplimiento de los 
requisitos establecidos para el inicio de ejecución del Contrato por parte del Adjudicatario.  
 
La Garantía de Seriedad de la Oferta se extenderá para cubrir los eventos descritos en los pliegos de condiciones  
 

• La no suscripción del contrato sin justa causa por parte del proponente seleccionado. 
 

• La no ampliación de la vigencia de la garantía de seriedad de la oferta cuando el termino previsto en los 
pliegos para la adjudicación del contrato se prorrogue o cuando el término previsto para la suscripción del 
contrato se prorrogue, siempre y cuando esas prorrogas no excedan un término de tres (3) meses. 
 

• La falta de otorgamiento por parte del proponente seleccionado, de la garantía de cumplimiento exigida por 
la entidad para amparar el incumplimiento de las obligaciones del contrato. 

• El retiro de la oferta después de vencido el termino fijado para la presentación de las propuestas. 
 

• La falta de pago de los derechos de publicación en el Diario Único de Contratación previstos como requisitos 
de legalización del contrato.  



 
 
14.2.1. GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA 
 
El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los parámetros, 
condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 
 
Cualquier error o imprecisión en el texto de la Garantía presentada será susceptible de aclaración por el Proponente 
hasta el término de traslado del informe de evaluación.  
 
Las características de las Garantías son las siguientes: 
 

Característica Condición 

Clase Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) Contrato de 
seguro contenido en una póliza, (ii) patrimonio autónomo y (iii) Garantía bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA identificado con el NIT 
892.400.038-2 

Amparos La sanción derivada del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del 
Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del Proceso de Contratación.  
Valor Asegurado Diez por ciento (10 %) del presupuesto oficial del Proceso de Contratación  

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario que figura 
en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo 
con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del Proponente Plural, 
para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, 
quienes para todos los efectos serán los otorgantes de esta.  

 
 
 

15. GARANTIAS DEL CONTRATO  
 
15.1. GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 
 
Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá presentar la Garantía de cumplimiento 
en original a la Entidad dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes contados a partir de la firma del Contrato y 
requerirá la aprobación de la Entidad. Esta garantía tendrá las siguientes características: 
 

Características Condición 
Clase Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) Contrato de 

seguro contenido en una póliza para Entidades Estatales, (ii) patrimonio autónomo o (iii) Garantía bancaria. 
Asegurado/ 
beneficiario 

DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA identificado con el NIT 
892.400.038-2 



 
Características Condición 

Amparos, vigencia 
y valores 
asegurados 

 
Amparo Vigencia Valor Asegurado 

Cumplimiento general del Contrato y el pago 
de las multas y la cláusula penal pecuniaria 
que se le impongan 

Hasta la liquidación del 
Contrato 

Diez por ciento (10%) del valor 
total del contrato 

Pago de salarios, prestaciones sociales 
legales e indemnizaciones laborales del 
personal que el contratista haya de utilizar en 
el territorio nacional para la ejecución del 
Contrato 

Plazo del Contrato y tres (3) 
años más. 

Diez por ciento (10%) del valor 
total del contrato 

Calidad del Servicio 
por los perjuicios derivados de la deficiente 
calidad del servicio prestado. 

Vigencia de este amparo 
debe ser igual al plazo de 
garantía de estabilidad del 
contrato principal en 
cumplimiento del parágrafo 
del artículo 85 de la Ley 1474 
de 2011 

Treinta por ciento (30%) del 
valor total del contrato 

 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario que figura 
en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no 
sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa 
manera. 

• No se aceptan Garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del Consorcio o la 
Unión Temporal. Cuando el Contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir la razón social, el 
NIT y el porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

• Para el Contratista conformado por una estructura plural (Unión temporal, Consorcio), la Garantía deberá ser 
otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, 
su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro de 
la póliza 

• Número y año del Contrato  
• Objeto del Contrato 
• Firma del representante legal del Contratista 
• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. cumplimiento si el valor a asegurar 

es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 
 
El Contratista está obligado a restablecer el valor de la Garantía cuando esta se vea reducida por razón de las 
reclamaciones que efectúe la Entidad, así como a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o prórroga del 
Contrato. El no restablecimiento de la Garantía por parte del Contratista o su no adición o prórroga, según el caso, 
constituye causal de incumplimiento del Contrato y se iniciarán los procesos sancionatorios a que haya lugar. 
 
DEL AMPARO DE CALIDAD DEL SERVICIO EN LA GARANTÍA ÚNICA DE CUMPLIMIENTO 
 
En relación con el amparo de calidad del servicio de la Garantía única de cumplimiento, se tendrá en cuenta que el 
Contratista será responsable por los perjuicios causados a la Entidad contratante que se produzcan con posterioridad 
a la terminación del Contrato y que se compruebe tienen su causa en una de dos hipótesis (i) mala calidad o 
precariedad de los productos entregados como resultado de la celebración de un contrato estatal y (ii) mala calidad 
del servicio prestado, siempre y cuando se acredite que éstos son imputables al contratista. 
 
 



 
16. ACUERDOS COMERCIALES 

El proceso de contratación está cubierto por los siguientes Acuerdos Comerciales y por la Decisión 439 de la 
Secretaría de la Comunidad Andina de Naciones (CAN):  

Acuerdo Comercial 
Entidad 
Estatal 
incluida 

Umbral Excepción 
aplicable 

Proceso de 
Contratación 
cubierto 

Alianza Pacífico 
Chile SI NO - NO 
México NO - - NO 
Perú SI NO - NO 

Canadá NO - - NO 
Chile SI NO - NO 
Corea SI NO - NO 
Costa Rica SI NO - NO 
Estados Unidos SI NO - NO 
Estados AELC SI NO - NO 
Israel SI NO - NO 
México NO - - NO 

Triángulo Norte 
El Salvador SI SI SI NO 
Guatemala SI SI - SI 
Honduras NO - - NO 

Unión Europea (Reino Unido e Irlanda) SI NO - NO 
Comunidad Andina de Naciones (CAN) SI SI  SI 

 
En consecuencia, la Entidad concederá Trato Nacional a Proponentes y servicios de los Estados que cuenten con 
un Acuerdo Comercial que cubra el Proceso de Contratación.  
 
Adicionalmente, los Proponentes de Estados con los cuales el Gobierno Nacional haya certificado la existencia de 
Trato Nacional por reciprocidad recibirán este trato. 
 
 

 
 

ORIGINAL FIRMADO 
CRISTIAN CAÑON BERNAL 
Secretario de Infraestructura 


